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incluir la obligatoriedad de la misma, obedecien-
do el principio de publicidad que garantiza la pre-
sunción del conocimiento público del contenido
de dichas resoluciones.

Por estas consideraciones, la Comisión de Ener-
gía y Minas ha aceptado íntegramente las obser-
vaciones planteadas por el Poder ejecutivo y ha
propuesto el proyecto de ley cuyo texto obra en
manos de los señores congresistas.

Señor Presidente, le doy la interrupción al señor
Alvarado Hidalgo.

El señor PRESIDENTE.— Puede interrum-
pir, congresista Alvarado Hidalgo.

El señor ALVARADO HI-
DALGO (PP).— Yo quería
hacer una observación respec-
to a la derogación del artículo
10.° de la Ley N.° 27015; pero
me parece haber escuchado que
se han recogido íntegramente
las observaciones del Poder
Ejecutivo, en cuyo caso no haré
la observación para que esto

vaya a la Comisión de Economía. Porque, de per-
sistir la derogación de ese artículo, ello tendría
un efecto en el incremento del precio del cemen-
to; lo que, como sabemos, afectaría a la industria
de la construcción, que es uno de los elementos
básicos de la reactivación económica que se está
planteando.

El señor PRESIDENTE.— Congresista Carras-
co Távara, ¿tiene algún comentario sobre este
particular?

El señor CARRASCO TÁVARA (PAP).— Se-
ñor Presidente, la Comisión de Energía y Minas
no ha variado en una línea el texto del oficio que
ha enviado el Poder ejecutivo y que obra en ma-
nos de todos los señores congresistas. Ellos pue-
den confrontar ese texto con el que estamos pro-
poniendo.

El señor PRESIDENTE.— Sería oportuno que
el señor Alvarado Hidalgo y el señor Carrasco
Távara coordinen sobre esta materia.

Mientras se realiza esa coordinación, quiero apro-
vechar este momento para anunciar a los seño-
res congresistas que ya se puede visitar el Mu-
seo de Sitio del Congreso, ubicado en la parte
inferior de la Sala Belaunde, que muestra los
muros urbanos más antiguos del Perú, del siglo
XVI, pertenecientes a la Universidad Nacional
Mayor de San Marcos.

Este museo puede ser visitado por los señores con-
gresistas en cualquier momento; tengo entendido
que va a estar abierto el día de hoy, en que esta
sesión terminará temprano, y quienes aún no han
tenido la oportunidad de visitarlo, podrán hacerlo.

Debo subrayar que, en tres meses, han visitado
el Congreso y el Museo de la Inquisición más de
52 mil personas, cifra superior a la de los visitan-
tes de Machu Picchu; lo cual revela el interés de
la ciudadanía por conocer el Congreso.

En vista de que nuestros colegas todavía están
coordinando, continuaremos con el siguiente
punto de la agenda.

(Ley N.° 27584)
Se aprueba, por unanimidad, el proyecto
de Ley que regula el proceso contencioso
administrativo, propuesto en el dictamen
de la Comisión de Justicia, en sustitución

de la iniciativa original

El señor PRESIDENTE.— Prosiga, señor Re-
lator.

El RELATOR da lectura:

Dictamen de la Comisión de Justicia, con una fór-
mula sustitutoria del Proyecto de Ley N.° 1072/
2001-CR, que propone la Ley que regula el pro-
ceso contencioso administrativo.(*)

El señor PRESIDENTE.— En debate.

Tiene la palabra el congresista Estrada Pérez.

El señor ESTRADA PÉREZ
(UPD).— Señor Presidente:
Con el mayor agrado voy a aca-
tar su sugerencia en el sentido
de reducir la intervención.

Antes de entrar en materia,
quiero decir que lamento el
cambio de los viejos y tradicio-
nales sillones de este Hemici-

clo por estos otros más modernos. Hubiera sido
conveniente recabar la opinión de los congresis-
tas respecto a este cambio inusitado que nos pone
seguramente en condiciones más acordes con la
modernidad, pero, desde mi punto de vista, no
acordes con la tradición de este gran Hemiciclo.

El señor PRESIDENTE.— Permítame que lo
interrumpa, señor Estrada Pérez, con cargo a de-
volverle su tiempo, para decirle que la decisión
sobre ese particular no será tomada por la Mesa,

(*) El texto del documento obra en los archivos del Congreso de la República.
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Este museo puede ser visitado por los señores congresistas
en cualquier momento; tengo entendido
que va a estar abierto el día de hoy, en que esta
sesión terminará temprano, y quienes aún no han
tenido la oportunidad de visitarlo, podrán hacerlo.
Debo subrayar que, en tres meses, han visitado
el Congreso y el Museo de la Inquisición más de
52 mil personas, cifra superior a la de los visitantes
de Machu Picchu; lo cual revela el interés de
la ciudadanía por conocer el Congreso.
En vista de que nuestros colegas todavía están
coordinando, continuaremos con el siguiente
punto de la agenda.
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incluir la obligatoriedad de la misma, obedeciendo
el principio de publicidad que garantiza la presunción
del conocimiento público del contenido
de dichas resoluciones.
Por estas consideraciones, la Comisión de Energía
y Minas ha aceptado íntegramente las observaciones
planteadas por el Poder ejecutivo y ha
propuesto el proyecto de ley cuyo texto obra en
manos de los señores congresistas.
Señor Presidente, le doy la interrupción al señor
Alvarado Hidalgo.
El señor PRESIDENTE.— Puede interrumpir,
congresista Alvarado Hidalgo.
El señor ALVARADO HIDALGO
(PP).— Yo quería
hacer una observación respecto
a la derogación del artículo
10.° de la Ley N.° 27015; pero
me parece haber escuchado que
se han recogido íntegramente
las observaciones del Poder
Ejecutivo, en cuyo caso no haré
la observación para que esto
vaya a la Comisión de Economía. Porque, de persistir
la derogación de ese artículo, ello tendría
un efecto en el incremento del precio del cemento;
lo que, como sabemos, afectaría a la industria
de la construcción, que es uno de los elementos
básicos de la reactivación económica que se está
planteando.
El señor PRESIDENTE.— Congresista Carrasco
Távara, ¿tiene algún comentario sobre este
particular?
El señor CARRASCO TÁVARA (PAP).— Señor
Presidente, la Comisión de Energía y Minas
no ha variado en una línea el texto del oficio que
ha enviado el Poder ejecutivo y que obra en manos
de todos los señores congresistas. Ellos pueden
confrontar ese texto con el que estamos proponiendo.
El señor PRESIDENTE.— Sería oportuno que
el señor Alvarado Hidalgo y el señor Carrasco
Távara coordinen sobre esta materia.
Mientras se realiza esa coordinación, quiero aprovechar
este momento para anunciar a los señores
congresistas que ya se puede visitar el Museo
de Sitio del Congreso, ubicado en la parte
inferior de la Sala Belaunde, que muestra los
muros urbanos más antiguos del Perú, del siglo
XVI, pertenecientes a la Universidad Nacional
Mayor de San Marcos.
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(Este texto no ha sido publicado en el Diario Oficial “El Peruano”, a solicitud del Ministerio de Justicia, ha sido enviado por el Congreso de la República, mediante Oficio Nº 294-2007-2008-DGP/CR, de fecha 27 de diciembre de 2007)
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sino por los congresistas en una votación indivi-
dual que se realizará mañana. Será, entonces, la
mayoría la que resuelva si desea mantener estos
sillones o si desea que se repongan los anteriores.

Puede continuar, congresista.

El señor ESTRADA PÉREZ
(UPD).— Muchas gracias, señor.

La Constitución Política seña-
la en su artículo 148.° que: "Las
resoluciones administrativas
que causan estado son suscep-
tibles de impugnación median-
te la acción contencioso-admi-
nistrativa".

Este proceso está regulado en el Código Procesal
Civil de una manera inadecuada e inaparente, de
tal suerte que constituye uno de los obstáculos
más serios para el fluido funcionamiento de la ad-
ministración de justicia cuando se trata de impug-
nar actos ejecutados por la administración públi-
ca.

La acción contencioso administrativa constituye
un mecanismo procesal específico por el cual se
sujetan al poder jurisdiccional, o a la revisión del
poder jurisdiccional, los actos que practica la ad-
ministración pública; y para que esta acción juris-
diccional responda de una manera efectiva a la
pretensión de los ciudadanos que concurren para
buscar su garantía, se ha establecido este proceso
denominado "contencioso administrativo".

En honor a la verdad, debo decir que el proyecto
fue elaborado por el Gobierno de Transición y
publicado el mes de julio pasado, pidiéndose la
opinión del público.

La Comisión de Justicia solicitó al Poder Ejecu-
tivo  presentar este proyecto, porque, a decir ver-
dad, es una necesidad en el Poder Judicial. Al no
presentarlo, la Comisión de Justicia lo hizo suyo,
lo evaluó, lo discutió y ahora trae a considera-
ción del Pleno el producto de ese debate.

El proyecto contiene una serie de normas que
están actualmente desperdigadas en distintos tex-
tos legales que rigen en el país. Sobre el proceso
contencioso administrativo se encuentran regu-
laciones en el Código Procesal Civil, en la Ley
Procesal de Trabajo, en el Código Tributario, en
la Ley de Minería, en el Texto Único Ordenado
del Régimen Pensionario del Estado, en el De-
creto Ley N.° 25868 y en otras muchas leyes más;
lo que permite no solo suponer, sino llegar a la

evidencia de que la regulación de dicho proceso
es un caos.

Por eso, toda esta profusa y dispersa legislación
procesal sobre la materia que estamos tratando, es
integrada de manera coherente y armónica en una
nueva norma única que servirá para poder sujetar
las acciones del juez y las pretensiones de los ciuda-
danos de una manera más acorde con las exigen-
cias propias de un ordenado procedimiento.

También es oportuno decir que existen normas
referidas al proceso contencioso administrativo
en la Ley Orgánica del Poder Judicial, en la Ley
Orgánica de Municipalidades y en la Ley del Pro-
cedimiento Administrativo General.

Este proyecto que vamos a sancionar, si así lo
decide el Pleno, busca que el proceso judicial re-
visor —que es el que estamos aprobando— no
solamente permita el análisis de la forma del acto
administrativo, sino también que el juez analice
el fondo mismo de la cuestión, en aplicación del
principio de la plena jurisdicción que hoy acata-
mos dentro de un régimen democrático.

También recoge una serie de principios de carác-
ter procesal sobre los cuales debe actuar el juez;
vale decir, el de integración, el de igualdad proce-
sal, el de favorecimiento del proceso y el de su-
plencia de oficio, y otros muchos tecnicismos pro-
pios del mundo forense y del mundo judicial.

En síntesis, la Comisión de Justicia entrega al
Pleno del Congreso y, a través de este proyecto
de ley, a la ciudadanía un texto coherente para
manejar debidamente el derecho que surge del
mandato constitucional que señala que los actos
administrativos pueden ser impugnados en sede
jurisdiccional a través del proceso contencioso
administrativo.

Habiéndose producido unanimidad en el debate
de la Comisión de Justicia, espero que esa mis-
ma unanimidad acompañe la aprobación de este
muy importante dispositivo legal.

Gracias, señor Presidente.

El señor LESCANO ANCIE-
TA (UPD).— ¿Me permite una
interrupción, colega?
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El señor ESTRADA PERÉZ (UPD).— Cómo
no.

El señor PRESIDENTE.— Proceda, congre-
sista Lescano Ancieta.

El señor LESCANO ANCIETA (UPD).— Se-
ñor Presidente, es importante señalar que los pro-
cesos contencioso administrativos, por lo general,
se tramitaban en primera instancia ante las cor-
tes superiores de justicia, y en grado de apelación
abrumaban el trabajo de la Corte Suprema.

Ahora, con este proyecto, los procesos solamente
se tramitarán ante el juez civil o especializado en
lo civil, y llegarán en grado de apelación a las cor-
tes superiores, y, únicamente a través de la casa-
ción, a la Corte Suprema de la República; lo cual
va a agilizar los procesos, disminuir la carga y, por
consiguiente, la abrumadora tarea que ya tienen
los magistrados de la Corte Suprema de Justicia.

Muchas gracias, señor Presidente.

El señor PRESIDENTE.— Señor Lescano
Ancieta, debemos entender que usted no ha for-
mulado ninguna objeción.

Señores congresistas, el Consejo Directivo reco-
mendó que, si lo tenían a bien, en esta ocasión y
por excepción, los proyectos dictaminados por
unanimidad se tramitaran con la prioridad que
establece el Reglamento, es decir, que puedan ser
votados sin debate; y se dispuso autorizar inte-
rrupciones al ponente en caso de que este acce-
diera a ellas, y ya se hizo una. De modo que va-
mos a pedir que registren su asistencia para po-
der someter a votación este proyecto de ley.

Mientras se procede al registro de asistencia, tiene
la palabra el congresista Estrada Pérez.

El señor ESTRADA PÉREZ (UPD).— Señor
Presidente, debo aclarar que en el inciso 2) del
artículo 19.° del proyecto hay un error mecano-
gráfico. Donde dice: "cuando en la demanda se
formule como pretensión la prevista en el nume-
ral 5 del artículo 5.°", debe decir "en el numeral 4
del artículo 5.°".

Gracias.

El señor PRESIDENTE.— Tómese nota de la
corrección respectiva.

—Los señores congresistas registran su asis-
tencia mediante el sistema electrónico para
verificar el quórum.

El señor PRESIDENTE.— Han registrado su
asistencia 80 señores congresistas.

Al voto.

—Los señores congresistas emiten su voto
a través del sistema electrónico.

—Efectuada la votación, se aprueba, por 76
votos a favor, ninguno en contra y ninguna
abstención, el proyecto  sustitutorio por el
que se regula el proceso contencioso admi-
nistrativo.

El señor PRESIDENTE.— Ha sido aprobado
por unanimidad.

Se deja constancia del voto a favor de los congre-
sistas Del Castillo Gálvez y Valenzuela Cuéllar.

—El texto aprobado es el siguiente:

"El Congreso de la República;

Ha dado la Ley siguiente:

LEY QUE REGULA EL PROCESO CONTENCIOSO

ADMINISTRATIVO

Capítulo I

Normas Generales

Artículo 1.°.— Finalidad

La acción contencioso administrativa prevista en
el artículo 148.° de la Constitución Política tiene
por finalidad el control jurídico por el Poder Ju-
dicial de las actuaciones de la administración
pública sujetas al derecho administrativo y la efec-
tiva tutela de los derechos e intereses de los ad-
ministrados.

Para los efectos de esta Ley, la acción contencio-
so administrativa se denominará proceso conten-
cioso administrativo.

Artículo 2.°.— Principios

El proceso contencioso administrativo se rige por
los principios que se enumeran a continuación y
por los del derecho procesal, sin perjuicio de la
aplicación supletoria de los principios del dere-
cho procesal civil en los casos en que sea compa-
tible:

1. Principio de integración.— Los jueces no de-
ben dejar de resolver el conflicto de intereses o la
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incertidumbre con relevancia jurídica por defec-
to o deficiencia de la ley. En tales casos deberán
aplicar los principios del derecho administrati-
vo.

2. Principio de igualdad procesal.— Las partes
en el proceso contencioso administrativo debe-
rán ser tratadas con igualdad, independientemen-
te de su condición de entidad pública o adminis-
trado.

3. Principio de favorecimiento del proceso.— El
Juez no podrá rechazar liminarmente la deman-
da en aquellos casos en los que por falta de preci-
sión del marco legal exista incertidumbre respecto
del agotamiento de la vía previa.

Asimismo, en caso de que el Juez tenga cualquier
otra duda razonable sobre la procedencia o no de
la demanda, deberá preferir darle trámite a la
misma.

4. Principio de suplencia de oficio.— El Juez de-
berá suplir las deficiencias formales en las que
incurran las partes, sin perjuicio de disponer la
subsanación de las mismas en un plazo razona-
ble en los casos en que no sea posible la suplen-
cia de oficio.

Capítulo II

Objeto del Proceso

Artículo 3.°.— Exclusividad del proceso con-
tencioso administrativo

Las actuaciones de la administración pública sólo
pueden ser impugnadas en el proceso contencio-
so administrativo, salvo los casos en que se pue-
da recurrir a los procesos constitucionales.

Artículo 4.°.— Actuaciones impugnables

Conforme a las previsiones de la presente Ley y
cumpliendo los requisitos expresamente aplica-
bles a cada caso, procede la demanda contra toda
actuación realizada en ejercicio de potestades
administrativas.

Son impugnables en este proceso las siguientes
actuaciones administrativas:

1. Los actos administrativos y cualquier otra de-
claración administrativa.

2. El silencio administrativo, la inercia y cual-
quier otra omisión de la administración pública.

3. La actuación material que no se sustenta en
acto administrativo.

4. La actuación material de ejecución de actos
administrativos que transgrede principios o nor-
mas del ordenamiento jurídico.

5. Las actuaciones u omisiones de la administra-
ción pública respecto de la validez, eficacia, eje-
cución o interpretación de los contratos de la ad-
ministración pública, con excepción de los casos
en que es obligatorio o se decida, conforme a ley,
someter a conciliación o arbitraje la controver-
sia.

6. Las actuaciones administrativas sobre el per-
sonal dependiente al servicio de la administra-
ción pública.

Artículo 5.°.— Pretensiones

En el proceso contencioso administrativo podrán
plantearse pretensiones con el objeto de obtener
lo siguiente:

1. La declaración de nulidad, total o parcial o ine-
ficacia de actos administrativos.

2. El reconocimiento o restablecimiento del de-
recho o interés jurídicamente tutelado y la adop-
ción de las medidas o actos necesarios para tales
fines.

3. La declaración de contraria a derecho y el cese
de una actuación material que no se sustente en
acto administrativo.

4. Se ordene a la administración pública la reali-
zación de una determinada actuación a la que se
encuentre obligada por mandato de la ley o en
virtud de acto administrativo firme.

Artículo 6.°.— Acumulación

La acumulación de pretensiones procede siem-
pre que se cumplan los siguientes requisi-
tos:

1. Sean de competencia del mismo órgano juris-
diccional;

2. No sean contrarias entre sí, salvo que sean
propuestas en forma subordinada o alternati-
va;

3. Sean tramitables en una misma vía proce-
dimental; y,
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4. Exista conexidad entre ellas por referirse al
mismo objeto, o tengan el mismo título, o ten-
gan elementos comunes en la causa de pedir.

Artículo 7.°.— Control difuso

En aplicación de lo dispuesto en los artículos 51.°
y 138.° de la Constitución Política del Perú, el
proceso contencioso administrativo procede aun
en caso de que la actuación impugnada se base
en la aplicación de una norma que transgreda el
ordenamiento jurídico. En este supuesto la
inaplicación de la norma se apreciará en el mis-
mo proceso.

Capítulo III

Sujetos del Proceso

Subcapítulo I

Competencia

Artículo 8.°.— Competencia territorial

Es competente para conocer el proceso conten-
cioso administrativo en primera instancia, a elec-
ción del demandante, el Juez del lugar del domi-
cilio del demandado o del lugar donde se produjo
la actuación impugnable.

Artículo 9.°.— Competencia funcional

Es competente para conocer el proceso conten-
cioso administrativo en primera instancia el Juez
Especializado en lo Contencioso Administrati-
vo.

La Sala Contencioso Administrativa de la Corte
Superior respectiva, conoce en grado de apela-
ción contra lo resuelto en la primera instancia.
La Sala Constitucional de la Corte Suprema re-
suelve en sede casatoria.

En los lugares donde no exista Juez o Sala Espe-
cializada en lo Contencioso Administrativo es
competente el Juez que conoce asuntos civiles o
la Sala Civil correspondiente.

Artículo 10.°.— Remisión de oficio

En aquellos casos en los que se interponga de-
manda contra las actuaciones a las que se refie-
re el artículo 4.°, el Juez o Sala que se considere
incompetente conforme a ley, remitirá de oficio
los actuados al órgano jurisdiccional que corres-
ponda, bajo sanción de nulidad de lo actuado por
el Juez o Sala incompetente.

Subcapítulo II

Partes del proceso

Artículo 11.°.— Legitimidad para obrar ac-
tiva

Tiene legitimidad para obrar activa quien afir-
me ser titular de la situación jurídica sustancial
protegida que haya sido o esté siendo vulnerada
por la actuación administrativa impugnable ma-
teria del proceso.

También tiene legitimidad para obrar activa la
entidad pública facultada por ley para impugnar
cualquier actuación administrativa que declare
derechos subjetivos; previa expedición de resolu-
ción motivada en la que se identifique el agravio
que aquella produce a la legalidad administrati-
va y al interés público, y siempre que haya venci-
do el plazo para que la entidad que expidió el acto
declare su nulidad de oficio en sede administra-
tiva.

Artículo 12.°.— Legitimidad para obrar ac-
tiva en tutela de intereses difusos

Cuando la actuación impugnable de la adminis-
tración pública vulnere o amenace un interés di-
fuso, tendrán legitimidad para iniciar el proceso
contencioso administrativo:

1. El Ministerio Público, que en estos casos ac-
túa como parte.

2. El Defensor del Pueblo.

3. Cualquier persona natural o jurídica.

Artículo 13.°.— Legitimidad para obrar pa-
siva

La demanda contencioso administrativa se diri-
ge contra:

1. La entidad administrativa que expidió en últi-
ma instancia el acto o la declaración administra-
tiva impugnada.

2. La entidad administrativa cuyo silencio, iner-
cia u omisión es objeto del proceso.

3. La entidad administrativa cuyo acto u omisión
produjo daños y su resarcimiento es discutido en
el proceso.

4. La entidad administrativa y el particular que
participaron en un procedimiento administrati-
vo trilateral.



Diario de los Debates - PRIMERA LEGISLATURA ORDINARIA DE 20012164

Diario de los Debates - Diario de los Debates - Diario de los Debates - Diario de los Debates - Diario de los Debates - SSSSSESIÓNESIÓNESIÓNESIÓNESIÓN 31. 31. 31. 31. 31.°°°°°  (  (  (  (  (MAMAMAMAMATINALTINALTINALTINALTINAL))))) 21-11-2001 21-11-2001 21-11-2001 21-11-2001 21-11-2001

5. El particular titular de los derechos declara-
dos por el acto cuya nulidad pretenda la entidad
administrativa que lo expidió en el supuesto pre-
visto en el segundo párrafo del artículo 11.° de la
presente Ley.

6. La entidad administrativa que expidió el acto
y la persona en cuyo favor se deriven derechos
de la actuación impugnada en el supuesto pre-
visto en el segundo párrafo del artículo 11.° de la
presente Ley.

7. Las personas jurídicas bajo el régimen priva-
do que presten servicios públicos o ejercen fun-
ción administrativa, en virtud de concesión, de-
legación o autorización del Estado están inclui-
das en los supuestos previstos precedentemen-
te, según corresponda.

Artículo 14.°.— Intervención del Ministerio
Público

En el proceso contencioso administrativo el Mi-
nisterio Público interviene de la siguiente ma-
nera:

1. Como dictaminador, antes de la expedición de
la resolución final y en casación.

2. Como parte cuando se trate de intereses difu-
sos, de conformidad con las leyes de la materia.

El dictamen del Ministerio Público es obligato-
rio, bajo sanción de nulidad.

Cuando el Ministerio Público intervenga como
dictaminador, el órgano jurisdiccional le notifi-
cará obligatoriamente con la resolución que pone
fin a la instancia o con la que resuelve la casa-
ción, según sea el caso.

Artículo 15.°.— Representación y defensa
de las entidades administrativas

15.1 La representación y defensa de las entida-
des administrativas estará a cargo de la Procura-
duría Pública competente o, cuando lo señale la
norma correspondiente, por el representante ju-
dicial de la entidad debidamente autorizado.

15.2 Todo representante, judicial de las entida-
des administrativas, dentro del término para con-
testar la demanda, pondrá en conocimiento del
titular de la entidad su opinión profesional mo-
tivada sobre la legalidad del acto impugnado, re-
comendándole las acciones necesarias en caso de
que considere procedente la pretensión.

Capítulo IV

Desarrollo del Proceso

Subcapítulo I

Admisibilidad y procedencia de la deman-
da

Artículo 16.°.— Modificación y ampliación
de la demanda

El demandante puede modificar la demanda, an-
tes de que ésta sea notificada.

También puede ampliarse la demanda siempre
que, antes de la expedición de la sentencia, se
produzcan nuevas actuaciones impugnables que
sean consecuencia directa de aquella o aquellas
que sean objeto del proceso. Para tal efecto, el
demandante deberá haberse reservado tal dere-
cho en la demanda. En estos casos, se deberá co-
rrer traslado a la parte demandada por el térmi-
no de tres días.

Artículo 17.°.— Plazos

La demanda deberá ser interpuesta dentro de los
siguientes plazos:

1. Cuando el objeto de la impugnación sean las
actuaciones a que se refieren los numerales 1, 3,
4, 5 y 6 del artículo 4.° de esta Ley, el plazo será
de tres meses a contar desde el conocimiento o
notificación del acto material de impugnación, lo
que ocurra primero.

2. Cuando la ley faculte a las entidades adminis-
trativas a iniciar el proceso contencioso adminis-
trativo de conformidad al segundo párrafo del
Artículo 11.° de la presente ley, el plazo será el
establecido en la Ley de Procedimiento Adminis-
trativo General, salvo disposición legal que esta-
blezca plazo distinto.

3. Cuando se produzca silencio administrativo,
inercia y cualquier otra omisión de las entidades
administrativas, el plazo para interponer la de-
manda será de seis meses computados desde la
fecha que venció el plazo legal para expedir la
resolución o producir el acto administrativo soli-
citado.

4. Cuando se pretenda impugnar actuaciones ma-
teriales que no se sustenten en actos adminis-
trativos el plazo será de tres meses a contar des-
de el día siguiente en que se tomó conocimiento
de las referidas actuaciones.
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5. La nulidad del acto jurídico a que se refiere el
artículo 2001.° inciso 1) del Código Civil es de
tres meses cuando se trata de acto jurídico admi-
nistrativo.

Cuando la pretensión sea planteada por un ter-
cero al procedimiento administrativo que haya
sido afectado con la actuación administrativa
impugnable, los plazos previstos en el presente
artículo serán computados desde que el tercero
haya tomado conocimiento de la actuación im-
pugnada.

Los plazos a los que se refiere el presente artícu-
lo son de caducidad.

Artículo 18.°.— Agotamiento de la vía ad-
ministrativa

Es requisito para la procedencia de la demanda
el agotamiento de la vía administrativa confor-
me a las reglas establecidas en la Ley de Proce-
dimiento Administrativo General o por normas
especiales.

Artículo 19.°.— Excepciones al agotamien-
to de la vía administrativa

No será exigible el agotamiento de la vía admi-
nistrativa en los siguientes casos:

1. Cuando la demanda sea interpuesta por una
entidad administrativa en el supuesto contem-
plado en el segundo párrafo del artículo 11.° de
la presente Ley.

2. Cuando en la demanda se formule como pre-
tensión la prevista en el numeral 4 del Artículo
5.° de esta Ley. En este caso el interesado deberá
reclamar por escrito ante el titular de la respec-
tiva entidad el cumplimiento de la actuación
omitida. Si en el plazo de quince días a contar
desde el día siguiente de presentado el reclamo
no se cumpliese con realizar la actuación admi-
nistrativa el interesado podrá presentar la de-
manda correspondiente.

3. Cuando la demanda sea interpuesta por un ter-
cero al procedimiento administrativo en el cual
se haya dictado la actuación impugnable.

Artículo 20.°.— Requisitos especiales de
admisibilidad

Sin perjuicio de lo dispuesto por los artículos 424.°
y 425.° del Código Procesal Civil son requisitos
especiales de admisibilidad de la demanda los si-
guientes:

1. El documento que acredite el agotamiento de
la vía administrativa, salvo las excepciones con-
templadas por la presente Ley.

2. En el supuesto contemplado en el segundo
párrafo del Artículo 11.° de la presente Ley, la
entidad administrativa que demande la nulidad
de sus propios actos deberá acompañar el expe-
diente de la demanda.

La demanda será declarada improcedente en los
siguientes supuestos:

1. Cuando sea interpuesta contra una actuación
no contemplada en el artículo 4.° de la presente
Ley.

2. Cuando se interponga fuera de los plazos exi-
gidos en la presente Ley. El vencimiento del pla-
zo para plantear la pretensión por parte del ad-
ministrado, impide el inicio de cualquier otro
proceso judicial con respecto a la misma actua-
ción impugnable.

3. Cuando el administrado no haya cumplido con
agotar la vía administrativa, salvo las excepcio-
nes contempladas en la presente Ley.

4. Cuando exista otro proceso judicial o arbitral
idéntico, conforme a los supuestos establecidos
en el artículo 452.° del Código Procesal Civil.

5. Cuando no se haya vencido el plazo para que
la entidad administrativa declare su nulidad de
oficio en el supuesto del segundo párrafo del Ar-
tículo 11.° de la presente Ley.

6. Cuando no se haya expedido la resolución mo-
tivada a la que se hace referencia en el segundo
párrafo del artículo 11.° de la presente Ley.

7. En los supuestos previstos en el artículo 427.°
del Código Procesal Civil.

Artículo 22.°.— Remisión de actuados ad-
ministrativos

Al admitir a trámite la demanda el Juez ordena-
rá a la entidad administrativa que remita el ex-
pediente relacionado con la actuación impugna-
ble.

Si la entidad no cumple con remitir el expedien-
te administrativo el órgano jurisdiccional podrá
prescindir del mismo o en su caso reiterar el pe-
dido bajo apercibimiento de poner el hecho en
conocimiento del Ministerio Público para el ini-
cio del proceso penal correspondiente siendo de



Diario de los Debates - PRIMERA LEGISLATURA ORDINARIA DE 20012166

Diario de los Debates - Diario de los Debates - Diario de los Debates - Diario de los Debates - Diario de los Debates - SSSSSESIÓNESIÓNESIÓNESIÓNESIÓN 31. 31. 31. 31. 31.°°°°°  (  (  (  (  (MAMAMAMAMATINALTINALTINALTINALTINAL))))) 21-11-2001 21-11-2001 21-11-2001 21-11-2001 21-11-2001

aplicación en este caso lo dispuesto en el inciso 2
del artículo 41.° de la presente Ley.

El incumplimiento de lo ordenado a la entidad
administrativa no suspende la tramitación del
proceso, debiendo el juez en este caso aplicar al
momento de resolver lo dispuesto en el artículo
282.° del Código Procesal Civil.

Artículo 23.°.— Efecto de la admisión de la
demanda

La admisión de la demanda no impide la ejecu-
ción del acto administrativo, sin perjuicio de lo
establecido por esta Ley sobre medidas cautelares.

Subcapítulo II

Vía procedimental

Artículo 24.°.— Proceso sumarísimo

Se tramitan como proceso sumarísimo, confor-
me a las disposiciones del Código Procesal Civil,
las siguientes pretensiones:

1. El cese de cualquier actuación material que
no se sustente en acto administrativo.

2. Se ordene a la administración la realización
de una determinada actuación a que se encuen-
tre obligada por mandato de la ley o en virtud de
acto administrativo firme.

En este proceso el dictamen fiscal se emitirá en
el plazo de cinco días de remitido el expediente.
Emitido el dictamen, se expedirá sentencia en el
plazo de cinco días.

Artículo 25.°.— Proceso abreviado

Se tramitan como proceso abreviado, conforme
a las disposiciones del Código Procesal Civil, las
pretensiones no previstas en el artículo 24.° de
la presente Ley.

En este proceso el dictamen fiscal se emitirá en
el plazo de 25 días de remitido el expediente.
Emitido el dictamen se expedirá sentencia en el
plazo de veinticinco días.

Artículo 26.°.— Pretensión indemnizatoria

La pretensión de indemnización de daños y per-
juicios se plantea como pretensión principal, de
acuerdo a las reglas de los Códigos Civil y Proce-
sal Civil.

Subcapítulo III

Medios Probatorios

Artículo 27.°.— Actividad probatoria

En el proceso contencioso administrativo la acti-
vidad probatoria se restringe a las actuaciones
recogidas en el procedimiento administrativo, no
pudiendo incorporarse al proceso la probanza de
hechos nuevos o no alegados en etapa prejudicial.

Artículo 28.°.— Oportunidad

Los medios probatorios deben ser ofrecidos por
las partes en los actos postulatorios, debiendo
acompañarse todos los documentos y pliegos
interrogatorios en los escritos de demanda y con-
testación.

Si el particular que es parte del proceso no tuvie-
ra en su poder algún medio probatorio y éste se
encuentre en poder de alguna entidad adminis-
trativa, deberá indicar dicha circunstancia en su
escrito de demanda o de contestación, precisan-
do el contenido del documento y el lugar donde
se encuentra con la finalidad de que el órgano
jurisdiccional pueda disponer todas las medidas
necesarias destinadas a la incorporación de di-
cho documento al proceso.

Artículo 29.°.— Pruebas de oficio

Cuando los medios probatorios ofrecidos por las
partes sean insuficientes para formar convicción,
el Juez en decisión motivada e inimpugnable,
puede ordenar la actuación de los medios proba-
torios adicionales que considere convenientes.

Artículo 30.°.— Carga de la prueba

Salvo disposición legal diferente, la carga de la
prueba corresponde a quien afirma los hechos que
sustentan su pretensión. Sin perjuicio de lo an-
terior, si la actuación administrativa impugnada
establece una sanción, la carga de probar los he-
chos que configuran la infracción corresponde a
la entidad administrativa.

Artículo 31.°.— Obligación de colaboración
por parte de la administración

Las entidades administrativas deberán facilitar
al proceso todos los documentos que obren en su
poder e informes que sean solicitados por el Juez.
En caso de incumplimiento, el juez podrá aplicar
las sanciones previstas en el artículo 53.° del Có-
digo Procesal Civil al funcionario responsable.
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Capítulo V

Medios impugnatorios

Artículo 32.°.— Recursos

En el proceso contencioso administrativo proce-
den los siguientes recursos:

1. El recurso de reposición contra los decretos a
fin de que el Juez los revoque.

2. El recurso de apelación contra las siguientes
resoluciones:

2.1 Contra las sentencias, excepto las impugnables
con recurso de casación y las excluidas por con-
venio entre las partes;

2.2 Contra los autos, excepto los excluidos por
ley.

3. El recurso de casación contra las siguientes
resoluciones:

3.1 Las sentencias expedidas en revisión por las
Cortes Superiores;

3.2 Los autos expedidos por las Cortes Superio-
res que, en revisión, ponen fin al proceso.

El recurso de casación procede siempre y cuando
la cuantía del acto impugnado sea superior al
equivalente de 70 Unidades de Referencia Pro-
cesal (U.R.P) y cuando dicho acto impugnado pro-
venga de autoridad de competencia provincial,
regional o nacional; y, por excepción, los actos
administrativos dictados por autoridad adminis-
trativa distrital, cuando la cuantía sea superior
a 70 Unidades de Referencia Procesal (U.R.P).

4. El recurso de queja contra las resoluciones que
declaran inadmisible e improcedente el recurso
de apelación o casación. También procede contra
la resolución que concede el recurso de apelación
con un efecto distinto al solicitado.

Artículo 33.°.— Requisitos de admisibilidad
y procedencia

Los recursos tienen los mismos requisitos de
admisibilidad y procedencia regulados en el Có-
digo Procesal Civil.

En caso de que el recurrente no acompañase la
tasa respectiva o la acompañase en un monto in-
ferior, el Juez o la Sala deberán conceder un pla-
zo no mayor de dos días para que subsane el de-
fecto.

Artículo 34.°.— Doctrina jurisprudencial

Las decisiones adoptadas en casación por la Sala
Constitucional y Social de la Corte Suprema de
Justicia de la República constituirán doctrina
jurisprudencial en materia contencioso adminis-
trativa.

Los órganos jurisdiccionales inferiores podrán
apartarse de lo establecido por la doctrina juris-
prudencial, siempre que se presenten circunstan-
cias particulares en el caso que conocen y que
motiven debidamente las razones por las cuales
se apartan de la doctrina jurisprudencial.

El texto íntegro de todas las sentencias expedi-
das por la Sala Constitucional y Social de la Cor-
te Suprema de Justicia de la República se publi-
carán en el Diario Oficial El Peruano. La publi-
cación se hace dentro de los sesenta días de expe-
didas, bajo responsabilidad.

Capítulo VI

Medidas Cautelares

Artículo 35.°.— Oportunidad

La medida cautelar podrá ser dictada antes de
iniciado un proceso o dentro de éste, siempre que
se destine a asegurar la eficacia de la decisión
definitiva.

Para tal efecto, se seguirán las normas del Códi-
go Procesal Civil con las especificaciones estable-
cidas en esta Ley.

Artículo 36.°.— Requisitos

La medida cautelar se dictará en la forma que
fuera solicitada o en cualquier otra forma que se
considere adecuada para lograr la eficacia de la
decisión definitiva, siempre que:

1. De los fundamentos expuestos por el deman-
dante se considere verosímil el derecho invoca-
do. Para tal efecto, se deberá ponderar los funda-
mentos expuestos por el demandante con el prin-
cipio de presunción de legalidad del acto admi-
nistrativo, sin que este último impida al órgano
jurisdiccional conceder una medida cautelar.

2. De los fundamentos expuestos por el deman-
dante se considere necesaria la emisión de una
decisión preventiva por constituir peligro la de-
mora del proceso, o por cualquier otra razón jus-
tificable.
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3. La medida cautelar solicitada resulte adecua-
da para garantizar la eficacia de la pretensión.

Artículo 37.°.— Medidas de innovar y de no
innovar

Son especialmente procedentes en el proceso con-
tencioso administrativo las medidas cautelares
de innovar y de no innovar.

Capítulo VII

Sentencia

Artículo 38.°.— Sentencias estimatorias

La sentencia que declare fundada la demanda
podrá decidir en función de la pretensión plan-
teada lo siguiente:

1. La nulidad, total o parcial, o ineficacia del acto
administrativo impugnado, de acuerdo a lo de-
mandado.

2. El restablecimiento o reconocimiento de una
situación jurídica individualizada y la adopción
de cuantas medidas sean necesarias para el res-
tablecimiento o reconocimiento de la situación
jurídica lesionada, aun cuando no hayan sido pre-
tendidas en la demanda.

3. La cesación de la actuación material que no se
sustente en acto administrativo y la adopción de
cuanta medida sea necesaria para obtener la efec-
tividad de la sentencia, sin perjuicio de poner en
conocimiento del Ministerio Público el incumpli-
miento para el inicio del proceso penal corres-
pondiente y la determinación de los daños y per-
juicios que resulten de dicho incumplimiento.

4. El plazo en el que la administración debe cum-
plir con realizar una determinada actuación a la
que está obligada, sin perjuicio de poner en co-
nocimiento del Ministerio Público el incumpli-
miento para el inicio del proceso penal corres-
pondiente y la determinación de los daños y per-
juicios que resulten de dicho incumplimiento.

Artículo 39.°.— Especificidad del mandato
judicial

Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 122.°
del Código Procesal Civil, la sentencia que decla-
ra fundada la demanda deberá establecer el tipo
de obligación a cargo del demandado, el titular
de la obligación, el funcionario a cargo de cum-
plirla y el plazo para su ejecución.

Artículo 40.°.— Ejecución de la sentencia

La potestad de hacer ejecutar las sentencias y
demás resoluciones judiciales corresponde exclu-
sivamente al Juzgado o Sala que conoció del pro-
ceso en primera instancia. En caso de que la eje-
cución corresponda a una Sala ésta designará al
Vocal encargado de la ejecución de la resolución.

Los conflictos derivados de actuaciones adminis-
trativas expedidas en ejecución de la sentencia
serán resueltos en el propio proceso de ejecución
de la misma. Antes de acudir al Juez encargado
de la ejecución, el interesado, si lo considera con-
veniente, podrá solicitar en vía administrativa la
reconsideración de la actuación que originó el
conflicto.

Artículo 41.°.— Deber personal de cumpli-
miento de la sentencia

41.1 Conforme a lo dispuesto en el inciso 2 del
artículo 139.° de la Constitución Política y el ar-
tículo 4.° de la Ley Orgánica del Poder Judicial,
las resoluciones judiciales deben ser cumplidas
por el personal al servicio de la administración
pública, sin que éstos puedan calificar su conte-
nido o sus fundamentos, restringir sus efectos o
interpretar sus alcances, bajo responsabilidad
civil, penal o administrativa; estando obligados a
realizar todos los actos para la completa ejecu-
ción de la resolución judicial.

41.2 El responsable del cumplimiento del man-
dato judicial será la autoridad de más alta jerar-
quía de la entidad, el que podrá comunicar por
escrito al Juez qué funcionario será encargado
en forma específica de la misma, el que asumirá
las responsabilidades que señala el inciso ante-
rior.

Sin perjuicio de lo anteriormente señalado, el Juez
podrá identificar al órgano responsable dentro de
la entidad y otorgarle un plazo razonable para la
ejecución de la sentencia.

41.3 En la ejecución de la sentencia los funciona-
rios encargados de exteriorizar la voluntad de las
entidades mediante actuaciones son solidariamen-
te responsables con ésta.

41.4 La renuncia, el vencimiento del período de
la función o cualquier otra forma de suspensión
o conclusión del vínculo contractual o laboral con
la administración pública no eximirá al personal
al servicio de ésta de las responsabilidades en las
que ha incurrido por el incumplimiento del man-
dato judicial, si ello se produce después de haber
sido notificado.
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Artículo 42.°.— Ejecución de obligaciones
de dar suma de dinero

42.1 Cuando la sentencia ordene el pago de una
cantidad de dinero, el demandante podrá proce-
der conforme a las normas del Código Procesal
Civil sobre medidas cautelares para futura eje-
cución forzada con la finalidad de garantizar el
cumplimiento de la sentencia, mientras se cum-
ple con el procedimiento establecido en los incisos
2, 3 y 4 del presente artículo.

42.2 Cuando las entidades fueren condenadas a
la entrega de una suma de dinero, la tesorería o
dependencia encargada deberá realizarlo confor-
me al mandato judicial, si hubiere disponibili-
dad presupuestaria.

42.3 Si para el cumplimiento de la sentencia fuere
preciso alguna modificación presupuestaria se ini-
ciará la tramitación respectiva dentro de los cinco
días de notificada, hecho que deberá ser comunica-
do al órgano jurisdiccional correspondiente.

42.4 Transcurridos cuatro meses de la notifica-
ción sin haberse efectuado el pago, se dará inicio
al proceso de ejecución de resoluciones judicia-
les previsto en el artículo 713.° y siguientes del
Código Procesal Civil. No podrán ser materia de
ejecución los bienes de dominio público confor-
me al artículo 73.° de la Constitución Política del
Perú.

42.5 Adicionalmente, antes de que transcurran
tres meses de la notificación sin haberse cumpli-
do el mandato, la entidad podrá proponer algu-
na otra modalidad de pago de cumplimiento de
la sentencia en la forma menos gravosa para la
hacienda pública.

Esta propuesta se hará al Juzgado el que la pon-
drá en conocimiento del demandante por el pla-
zo de tres días para que dé su aceptación o nega-
tiva, con lo que concluirá la incidencia.

Artículo 43.°.— Pago de intereses

La entidad está obligada al pago de los intereses
que generen el retraso en la ejecución de la sen-
tencia.

Artículo 44.°.—Actos administrativos con-
trarios a la sentencia

Son nulos de pleno derecho los actos y disposi-
ciones contrarios a los pronunciamientos de las
sentencias que se dicten con la finalidad de elu-
dir el cumplimiento de éstas.

Artículo 45.°.— Costas y Costos

Las partes del proceso contencioso administrati-
vo no podrán ser condenadas al pago de costos y
costas.

Disposiciones Derogatorias

Primera.— A partir de la vigencia de la presen-
te Ley, quedan derogados:

1. Los artículos 540.° al 545.° del Subcapítulo Seis
del Título II de la Sección Quinta del Código Pro-
cesal Civil promulgado por Decreto Legislativo
N.° 768.

2. Los artículos 79.° al 87.° del Título III de la
Sección Sétima de la Ley Procesal de Trabajo N.°
26636.

3. Los artículos 157.° al 161.° del Título IV del
Libro Tercero del Texto Único Ordenado del Có-
digo Tributario, aprobado por Decreto Supremo
N.° 135-99-EF y sus normas modificatorias.

4. El artículo 157.° del Capítulo XV del Título
Duodécimo del Texto Único Ordenado de la Ley
General de Minería, aprobado por Decreto Su-
premo N.° 014-92-EM.

5. Los artículos 9.° y 10.° del Capítulo II y la Dé-
cima Disposición Complementaria, Transitoria y
Final del Texto Único Ordenado del Régimen
Pensionario del Estado, aprobado por Decreto
Supremo N.° 070-98-EF.

6. El primer párrafo del artículo 17.° del Decreto
Ley N.° 25868, modificado por el artículo 64.° del
Decreto Legislativo N.° 807.

7. La Tercera Disposición Complementaria y
Transitoria de la Ley N.° 26981.

8. La Ley N.° 26756, el Decreto de Urgencia N.°
019-2001 y los artículos 2.°, 3.° y 6.° del Decreto
de Urgencia N.° 055-2001.

9. El artículo 370.° de la Ley N.° 26702, Ley Ge-
neral del Sistema Financiero y del Sistema de
Seguros y Orgánica de la Superintendencia de
Banca y Seguros.

10. Todas las demás disposiciones legales que se
opongan a la presente Ley, cualquiera sea su es-
pecialidad.

Segunda.— Déjanse sin efecto todas las dispo-
siciones administrativas incompatibles con la pre-
sente Ley.



Diario de los Debates - PRIMERA LEGISLATURA ORDINARIA DE 20012170

Diario de los Debates - Diario de los Debates - Diario de los Debates - Diario de los Debates - Diario de los Debates - SSSSSESIÓNESIÓNESIÓNESIÓNESIÓN 31. 31. 31. 31. 31.°°°°°  (  (  (  (  (MAMAMAMAMATINALTINALTINALTINALTINAL))))) 21-11-2001 21-11-2001 21-11-2001 21-11-2001 21-11-2001

Disposición Modificatoria

Única.— Modifícase el numeral 16.2 del artícu-
lo 16.° de la Ley del Procedimiento de Ejecución
Coactiva N.° 26979, en los términos siguientes:

‘Además del Ejecutor podrá disponer la sus-
pensión del procedimiento el Poder Judicial,
sólo cuando dentro de un proceso de amparo o
contencioso administrativo, exista medida
cautelar’.

Disposiciones Finales

Primera.— El Código Procesal Civil es de apli-
cación supletoria en los casos no previstos en la
presente Ley.

Segunda.— Las disposiciones de la presente Ley
sólo serán modificadas por ley expresa.

Tercera.— Esta Ley entrará en vigor a los 30
(treinta) días naturales siguientes a su publica-
ción en el Diario Oficial El Peruano.

Cuarta.— Los procesos contencioso administra-
tivos iniciados antes de la vigencia de esta Ley,
continuarán su trámite según las normas proce-
sales con las que se iniciaron.

Los procesos contenciosos administrativos que
se inicien a partir de la vigencia de esta Ley se
tramitan conforme a sus disposiciones.

Comuníquese, etc."

"Votación del texto sustitutorio del Pro-
yecto de Ley N.° 1072/2001-CR

Señores congresistas que votaron a favor:
Alejos Calderón, Alfaro Huerta, Alva Castro,
Alvarado Hidalgo, Amprimo Plá, Arpasi Velásquez,
Ayaipoma Alvarado, Barba Caballero, Benítez Rivas,
Bustamante Coronado, Calderón Castillo, Carrasco
Távara, Chávez Chuchón, Chávez Sibina, Chávez
Trujillo, Chuquival Saavedra, Cruz Loyola, De la
Mata de Puente, De la Puente Haya de Besaccia,
Delgado Núñez del Arco, Devescovi Dzierson, Díaz
Peralta, Diez Canseco Cisneros, Estrada Pérez,
Figueroa Quintana, Flores-Aráoz Esparza, Flores
Vásquez, Florián Cedrón, Gasco Bravo, Gonzales
Posada Eyzaguirre, Gonzales Reinoso, González
Salazar, Guerrero Figueroa, Helfer Palacios,
Herrera Becerra, Heysen Zegarra, Higuchi
Miyagawa, Hildebrandt Pérez Treviño, Jiménez
Dioses, Jurado Adriazola, Latorre López, León Flo-
res, Lescano Ancieta, Luna Gálvez, Mena Melgarejo,
Mera Ramírez, Merino de Lama, Molina Almanza,

Morales Mansilla, Mufarech Nemy, Mulder Bedoya,
Negreiros Criado, Noriega Toledo, Oré Mora,
Pacheco Villar, Palomino Sulca, Pastor Valdivieso,
Pease García, Peralta Cruz, Ramírez Canchari,
Ramos Loayza, Rengifo Ruiz (Marciano), Rengifo
Ruiz (Wilmer), Requena Oliva, Risco Montalván,
Rodrich Ackerman, Santa María del Águila, Tait
Villacorta, Torres Ccalla, Valdivia Romero, Valen-
cia-Dongo Cárdenas, Vargas Gálvez de Benavides,
Velarde Arrunátegui, Velásquez Quesquén,
Velásquez Rodríguez y Yanarico Huanca."

(Ley N.° 27560)
Se suspende nuevamente el debate de la fór-
mula sustitutoria con la que se absuelven
las observaciones del Poder Ejecutivo a la
autógrafa por la cual se modifica la Ley
N.° 27015, Ley que regula las concesiones
mineras en áreas urbanas y de expansión

urbana
(Viene de la página 2157)

El señor PRESIDENTE.— Retornamos al Pro-
yecto de Ley N.° 574/2001-CR.

Tiene la palabra el congresista Carrasco Távara,
presidente de la Comisión de Energía y Minas,
para precisar qué corrección se ha hecho al texto
del proyecto.

El señor CARRASCO TÁ-
VARA (PAP).— Señor Presi-
dente, de acuerdo con lo conver-
sado con el congresista Alvarado
Hidalgo, vamos a corregir la dis-
posición derogatoria primera.
Su texto quedaría de la siguien-
te manera: "Derógase el artícu-
lo 6.° de la Ley N.° 27015, Ley
que regula las concesiones mi-

neras en áreas urbanas y de expansión urbana".

El señor PRESIDENTE.— Correcto.

Parece que el congresista Barrón Cebreros tiene
una preocupación acerca de esta iniciativa.

El señor CARRASCO TÁVARA (PAP).— Se-
ñor Presidente, le agradecería concederme un
minuto para coordinar con el congresista Barrón
Cebreros.

El señor PRESIDENTE.— Concedido, señor
congresista.

(Ley N.° 27557)
De acuerdo con la opinión de la Comisión
de Trabajo, se aprueba, por unanimidad, la
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